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Exp. 223/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 223/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN DE DESARROLLO URBANO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE MEXQUITIC DE CARMONA, S.L.P.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., dieciséis de noviembre del dos mil veintidós. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 223/2022/2, promovido por el C. **********quien comparece por su propio derecho y como apoderado legal de**********, señalando como autoridad demandada a la Dirección de Desarrollo Urbano Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiocho de marzo del dos mil veintidós, el C. **********quien comparece por su propio derecho y como apoderado legal de**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada a la Dirección de Desarrollo Urbano Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., y como acto impugnado el señalado en su demanda.
Debido a que del estudio del escrito de demanda y sus anexos, se advirtieron omisiones por parte del promovente del juicio; con fundamento en los artículos 219 primer párrafo, en relación con los numerales 234 fracciones I y II, 235 y 239 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se requirió a Esteban Ramos Murillo, promovente del juicio, para que, en el plazo de cinco días hábiles, exhibiera los documentos a los cuales se refirió en su escrito de demanda, pero omitió acompañarlos a la demanda, consistentes en: 
a) Copia certificada del instrumento notarial número **********, del tomo ********** del Protocolo de la Notaría Pública número **********, del Primer Distrito Judicial en el Estado; documento al que se refirió en el escrito inicial de demanda, para acreditar la pesonalidad ostentada respecto de **********.
b) La resolución impugnada de fecha tres de enero de dos mil veintidós, con número de oficio **********, emitida por la Dirección de Desarrollo Urbano Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., así como la constancia de notificación de dicha resolución, si la tuviera a su disposición; y 
c) Las pruebas documentales que ofreció en su escrito de demanda y que refirió consisten en once documentales, con sus anexos detalladas a lo largo de su demanda; apercibido con el desechamiento de la demanda en caso de no cumplir con los dos primeros documentos y en el caso de no dar cumplimiento con el requerimiento relativo a las pruebas documentales ofrecidas las mismas se tendrían por desechadas.
Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del de los Lineamientos para la Notificación Electrónica, publicados en el Periódico Oficial del Estado de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, se requirió a la parte actora para que manifestara por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, para lo cual debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de su página de internet ingresando a la liga: https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html, a efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico, debiendo informar del trámite realizado a esta Segunda Sala; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones que serían de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente. 
II.- Mediante proveído de trece de mayo del dos mil veintidós, se dio cuenta con el escrito, recibido con el folio 45441 en el buzón de promociones de este Tribunal, el veintiocho de abril del año en curso; firmado por **********, quien compareció en su carácter de Apoderado Legal de **********y  mediante el cual atendió parcialmente el requerimiento formulado en el auto dictado el treinta de marzo del año en curso y a efecto de acreditar la personalidad con la que compareció a juicio, exhibió copia certificada del instrumento ********** del tomo ********** del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad; por tanto, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 219, primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado; se reconoció al compareciente el carácter de Apoderado Legal que ostenta. 

Asimismo, se tuvo al promovente del juicio por exhibiendo el original del oficio ********** de fecha tres de enero de dos mil veintidós, consistente en el acto impugnado.

De igual manera se tuvo al actor por no exhibiendo las documentales que ofreció como prueba en su escrito de demanda y que identificó como anexos 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10 y 11, que fueron materia de requerimiento en el referido auto de treinta de marzo; En virtud de los cual, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el punto 2 del citado acuerdo y con fundamento en el numeral 35, fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en relación con lo dispuesto por el artículo 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado; se le tuvieron por desechadas dichas pruebas en razón de que no dio cumplimiento al requerimiento que le fue formulado.

En ese orden y dado que el actor del juicio acreditó la personalidad con la que compareció a juicio y exhibió la resolución impugnada; se procedió a acordar lo conducente respecto del escrito inicial de demanda, recibido en el buzón de promociones de trámite  de este Tribunal, el veintiocho de marzo de dos mil veintidós, mediante el cual interpuso juicio de nulidad en contra la Dirección de Desarrollo Urbano Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., señalando como acto impugnado, el siguiente.
“La resolución definitiva de fecha 03 tres de enero de 2022 dos mil veintidós, con número de oficio **********, recaída a mi solicitud de una Autorización y/o Licencia de Construcción, para edificar una barda de tabique, con altura de 2.00 dos metros que circule el predio de mi representada, así como para el tapado e instalación de una fosa séptica; resolución emitida por la autoridad demandada en cumplimiento a la sentencia definitiva dictada en el juicio de nulidad ********** del índice de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y que se adjunta a este ocurso como anexo 2, que constituye el acto impugnado.”

Por tanto, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Además atendiendo a la vigencia de la notificación electrónica prevista en los artículos 48, 49 y 52, del Código Procesal Administrativo para el Estado, de carácter obligatoria para las autoridades demandadas; para lo cual el Pleno de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa mediante Acuerdo General 14/IX/2020, publicado en el Periódico Oficial del Estado de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, emitió los Lineamientos para llevar a cabo dicha Notificación Electrónica, incluyendo el procedimiento a seguir por las autoridades para registrarse ante este órgano jurisdiccional; así como los plazos y términos para su realización, y las reglas a aplicarse para aquellos casos en que las autoridades no hubieran efectuado su registro; esta Segunda Sala Unitaria, considerando lo establecido en dichos lineamientos y la información contenida en el Subsistema de Notificación Electrónica, en particular, respecto de los registros que a la fecha han efectuado diversas autoridades, de conformidad con lo previsto en el artículo Cuarto Transitorio  y artículo 12 de los lineamientos en cita, acordó que con relación a la Dirección de Desarrollo Urbano Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., si bien dicha autoridad ya contaba con su registro conforme a los lineamientos que regulan la Notificación electrónica y le fue asignado como correo electrónico el siguiente: dirdesurbcataytomexquitic82@tejaslp.gob.mx, para recibir el aviso electrónico a que se refiere la fracción I del artículo 16 de los lineamientos en cita; se ordenó notificarle por oficio el presente Acuerdo por única ocasión en su oficina principal ubicada en Mexquitic de Carmona, S.L.P., acorde a lo dispuesto en el artículo 39 del Código Procesal en comento; en el entendido que las subsiguientes notificaciones serán vía electrónica, considerando para ello, que ya cuenta con su correo electrónico del dominio de este Tribunal y su clave de acceso para ingresar al buzón electrónico definido en el artículo 2 de los lineamientos en cita; en donde encontraría la publicación de las actuaciones procesales de este Tribunal en sus diferentes expedientes en que figure como autoridad demandada; las que surtirían sus efectos, acorde a lo dispuesto en los artículos 50 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado, 16 y 21 de los Lineamientos para la Notificación Electrónica emitidos por este Tribunal publicados en el Periódico Oficial del Estado de fecha 15 de septiembre de 2020.
III.- En proveído de fecha veintiocho de marzo del año en curso, se dio cuenta con el oficio sin número con un anexo, signado por el licenciado **********, quien comparece en su carácter de Director de Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el dieciséis de junio de este año, mediante el cual, dio contestación a la demanda interpuesta en este juicio; por tanto, se tuvo por contestada la demanda a la autoridad compareciente, y en este sentido, con una copia simple del oficio de contestación, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Para los efectos señalados en el artículo 22 del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, para el caso fortuito, fuerza mayor o falla técnica del Buzón Electrónico se tuvo como domicilio de la autoridad demandada, el ubicado en la Avenida **********
Asimismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas. 

· Original del oficio **********, de fecha tres de enero de dos mil veintidós, signado por el Director de Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.; documental que consiste en el acto impugnado**********
· Copia certificada del Instrumento Notarial número **********, del tomo **********, del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad capital.
· Presuncional legal y humana.
· Instrumental de actuaciones.

A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Tocante al expediente relativo al juicio ********** del índice de este Tribunal, que ofreció como prueba; de conformidad con el artículo 61, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se admite como hechos notorios y será valorados conforme a las facultades jurisdiccionales de este Tribunal, al momento de dictar la sentencia definitiva en este juicio.
· Presuncional legal y humana.
· Instrumental de actuaciones.
Finalmente, se señalaron las once horas del diez de agosto del año que transcurre, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, precisando que debido al fenómeno de salud pública, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y a que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales, la audiencia se celebraría sin la asistencia de las partes. 

IV.- Por proveído de diez de agosto del año en curso, se dio cuenta del estado de autos y debido a que por un error involuntario se omitió notificar a la parte actora el proveído dictado el veintiocho de junio de dos mil veintidós, en el cual se tuvo a la autoridad demandada por contestada la demanda y se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final; con fundamento en los artículos 37, fracción I, inciso h), 38 fracción I y 227 del Código Procesal Administrativo para el Estado; se ordenó a los Auxiliares Jurisdiccionales adscritos a esta Segunda Sala Unitaria habilitados para notificar a las partes los acuerdos y resoluciones dictados en el presente juicio, notificaran a la parte actora dicho acuerdo.

Consecuentemente, con fundamento en el numeral 247, primer párrafo, en relación con el artículo 245, ambos ordenamientos del Código Procesal en mención; se ordenó diferir la audiencia final señalada para las once horas del día de la fecha y en su lugar se fijó como nueva fecha y hora para su desahogo las once horas del treinta de agosto de dos mil veintidós, reiterando que que debido al fenómeno de salud pública, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y a que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales, la audiencia se celebraría sin la asistencia de las partes.

V.- Mediante acuerdo dictado con fecha treinta de agosto del año en curso, se dio cuenta del estado de autos y debido a que por un error involuntario se omitió notificar a la parte actora el proveído dictado el veintiocho de junio de dos mil veintidós, en el cual se tuvo a la autoridad demandada por contestada la demanda, así como también el auto de diez de agosto del presente año, en el que se difirió la audiencia señalada en el citado auto de veintiocho de junio y se fijó nueva fecha y hora para la celebración de la audiencia final; con fundamento en los artículos 37, fracción I, inciso h), 38 fracción I y 227 del Código Procesal Administrativo para el Estado; se ordenó a los Auxiliares Jurisdiccionales adscritos a esta Segunda Sala Unitaria habilitados para notificar a las partes los acuerdos y resoluciones dictados en el presente juicio, notificaran a la parte actora dichos acuerdos.

Consecuentemente, con fundamento en el numeral 247, primer párrafo, en relación con el artículo 245, ambos ordenamientos del Código Procesal en mención; se ordenó diferir la audiencia final señalada para las once horas del día de la fecha y en su lugar se fijó como nueva fecha y hora para su desahogo las once horas del veintidós de septiembre de dos mil veintidós, reiterando que que debido al fenómeno de salud pública, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y a que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales, la audiencia se celebraría sin la asistencia de las partes.

VI.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Sala dio lectura al escrito de demanda y de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda el C. **********, en su carácter de apoderado legal de la C. **********, parte actora en el presente juicio, cuyo apoderado acredita su personalidad con la copia certificada del Poder General para Pleitos y Cobranzas, Actos de Administración y Ejecución de Actos de Dominio contenido en el Instrumento Notarial número **********, tomo ********** del protocolo a cargo de la Licenciada **********, Notario Público número ********** con ejercicio en esta Capital, del Estado de San Luis Potosí, mismo que se encuentra agregado en autos a folios 020 al 024.
En cuanto al interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio además de encontrarse dirigido a la demandante, lo constituye la resolución contenida en el oficio ********** de fecha 03 tres de enero del 2022 dos mil veintidós, recaída a su petición formulada mediante el escrito presentado en la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, mediante el cual solicitó autorización para la construcción de barda, respecto del inmueble denominado “**********, de ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Tocante a la autoridad demandada, compareció el licenciado **********, en su carácter de Director de Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.; quien acredito su personalidad en términos de el artículo 220 segundo y tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, con la copia certificada de su nombramiento respectivo, documental visible en la foja 46 del expediente en que se actúa.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación contenida en el oficio No. **********, emitido con fecha tres de enero del dos mil veintidós, por el licenciado **********, en su carácter de Director de Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., mediante el cual se dio respuesta a la solicitud de primero de junio del dos mil veinte relativa a la autorización para la construcción de barda y tapado e instalación de fosa séptica.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor se advierte que la autoridad demandada hace valer como causal de improcedencia la previstas en el artículo 228, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refieren a actos que hayan sido materia de otro Juicio Contencioso Administrativo; alegando al respecto que el acto reclamado ya fue motivo de análisis y pronunciamiento dentro del diverso juicio de nulidad bajo el expediente número ********** y que por tanto debe decretarse el sobreseimiento por ser cosa juzgada.

Al respecto debe decirse que resulta infundada la causa de improcedencia que hace valer la autoridad demandada por las siguientes razones:

A efecto de mejor proveer, al momento del dictado de ésta sentencia se tiene a la vista el expediente de Juicio Contencioso Administrativo ********** del índice de este Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sin que sea necesario que dicho expediente haya sido ofrecido y admitido como prueba, puesto que se trata de un hecho notorio para las Partes y para la Sala todo lo actuado en dicho expediente, al tratarse de un juicio en que intervinieron las mismas Partes, y que resolvió este Tribunal de lo Contencioso Administrativo. El criterio de la sala es concurrente con las Tesis de Jurisprudencia que se transcribe a continuación:

“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LOS MINISTROS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDEN INVOCAR COMO HECHOS NOTORIOS LOS EXPEDIENTES Y LAS EJECUTORIAS DICTADAS POR ELLOS EN EL TRIBUNAL EN PLENO EN ESE PROCEDIMIENTO.- Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, según su artículo 1o., resulta válida la invocación por el tribunal de hechos notorios, aun cuando no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. En ese sentido, es indudable que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su calidad de integrantes del Tribunal en Pleno, al resolver las acciones de inconstitucionalidad que les han sido planteadas pueden válidamente invocar oficiosamente, como hechos notorios, los expedientes y las ejecutorias dictadas en aquéllas, como medios de prueba aptos para fundar una sentencia, sin que sea necesaria la certificación de sus datos o el anexo de tales elementos al expediente, bastando con tenerlos a la vista, pues se trata de una facultad emanada de la ley que puede ejercerse para resolver la contienda judicial.- Pleno.”

“HECHO NOTORIO. PARA QUE SE INVOQUE COMO TAL LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD POR EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL, NO ES NECESARIO QUE LAS CONSTANCIAS RELATIVAS DEBAN CERTIFICARSE.- Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, los órganos jurisdiccionales pueden invocar hechos notorios aun cuando no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. Así, los titulares de los órganos jurisdiccionales pueden válidamente invocar como hechos notorios las resoluciones que hayan emitido, sin que resulte necesaria la certificación de las mismas, pues basta con que al momento de dictar la determinación correspondiente la tengan a la vista.-  Contradicción de tesis 4/2007.- Pleno.”

Del análisis a las constancias que integran el expediente **********, se obtiene que la materia de la litis en dicho expediente fue la resolución de veinticinco de noviembre de dos mil diecinueve, recaída a la petición formulada en el escrito presentado en la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, el cuatro de julio de dos mil diecinueve, mediante el cual solicitó el otorgamiento de una Licencia de Uso de Suelo, tipo habitacional respecto del inmueble denominado “**********.

Asimismo se obtiene que mediante sentencia definitiva de fecha veintiocho de agosto de dos mil veinte, se decretó la ilegalidad e invalidez del acto combatido en dicho juicio, consistente en la resolución de veinticinco de noviembre de dos mil diecinueve, recaída a la petición formulada el cuatro de julio de dos mil diecinueve, mediante el cual solicitó el otorgamiento de una Licencia de Uso de Suelo, tipo habitacional.

Por tanto  la resolución impugnada en el diverso juicio, se refiere a un acto diferente al que se impugna en el presente juicio de nulidad; dado que si bien es cierto existe identidad de partes, también es cierto que en el citado juicio de nulidad se impugno un acto relativo a la respuesta dada a una instancia de fecha cuatro de julio del dos mil diecinueve de licencia de uso de suelo y en el presente caso la materia de la litis lo constituye la respuesta que versa en relación a una solicitud de autorización de licencia de construcción.

De ahí que no se actualiza la figura de cosa juzgada pues la resolución impugnada en el diverso juicio se refiere a la respuesta dada a una solicitud presentada el día cuatro de julio de dos mil diecinueve, sin que en el contenido de la citada resolución se haga referencia de forma alguna, a cualquier otra solicitud; y si en el caso se está impugnando una resolución de fecha 03 tres de enero de 2022 dos mil veintidós, con número de oficio **********, recaída a la solicitud de una Autorización y/o Licencia de Construcción, para edificar una barda de tabique, con altura de 2.00 dos metros, así como para el tapado e instalación de una fosa séptica; emitida por la autoridad demandada en cumplimiento a la sentencia definitiva dictada en el diverso juicio de nulidad **********, es evidente que no se actualiza la figura de cosa juzgada que invoca la autoridad demandada y por tanto, no se actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la autoridad demandada.
En ese sentido de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 06 a la 09 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- El acto impugnado en el presente juicio de nulidad  es la resolución contenida en el oficio No. **********, emitido con fecha 03 tres de enero del 2022 dos mil veintidós, por el Lic. ********** en su carácter de Director de Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, mediante el cual se dio respuesta a la solicitud de 01 primero de junio del 2020 dos mil veinte, relativa a la construcción de barda, como tapado e instalación de una séptica en el predio denominado “**********” de la comunidad **********.
Ahora bien, la parte actora en su primer concepto de impugnación del escrito inicial de demanda señala substancialmente lo siguiente.
Que la resolución impugnada de fecha 03 tres de enero del 2022 dos mil veintidós, se encuentra indebidamente fundada y motivada, al omitir señalar con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas, que se hayan tenido en consideración, para sostener que no se han cumplido los requisitos a que se hace referencia en el oficio impugnado; añade que contrario a lo señalado por la demandada, se ha cumplido con todos y cada uno de los requisitos que le señalan los artículos 304 y 305 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado, para obtener una licencia de construcción.
A juicio de la Magistrada titular de la Segunda Sala Unitaria,  el concepto de impugnación que se analiza es fundado y suficiente para decretar la invalidez del acto, por las consideraciones que enseguida se vierten.

En primer término es necesario precisar la obligación de todas las autoridades de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Al respecto el artículo 164 en su fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, también establece como uno de los  elementos del acto administrativo, entre otros, el de fundamentación y motivación y según lo prevé el artículo 167 de dicha norma,  la ausencia o irregularidad de uno o más de los elementos del acto, trae consigo la nulidad del mismo. Normativos que se transcriben a continuación.

 “ARTICULO 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

VIII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.

 “ARTICULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo. 

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será invalido; no se presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá subsanarse, sin perjuicio de que pueda expedirse otro acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.

En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que lo hubiere emitido u ordenado.”

En ese sentido la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho o en los se apoye la determinación adoptada y por Motivación, que exprese una serie de razonamientos lógico-jurídicos sobre el por qué consideró que el caso concreto se ajusta a la hipótesis normativa, es decir, el razonamiento, que debe contenerse en el texto mismo del acto autoritario de molestia, según el cual quien lo emite llega a la conclusión de que el acto concreto se ajusta exactamente a las prevenciones de determinados preceptos legales, así como los motivos que la llevan a determinar el sentido de lo resuelto, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite.
Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. En ese orden de ideas, si falta motivación o fundamentación en un acto de autoridad, el particular se verá imposibilitado para defenderse si estima que se le afectan sus derechos.

En el caso, como se ha dejado anotado en el Considerando Tercero de esta Sentencia, el actor demostró la existencia del acto impugnado con la documental pública que acompaño a su escrito inicial de demanda, consistente en original del documento en que consta la resolución de fecha 03 tres de enero del 2022 dos mil veintidós, expedida por el Director de Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., mediante el cual se dio respuesta a la solicitud de autorización relativa a la construcción de barda, como tapado e instalación de una séptica en el predio denominado “Pedacito de Salto” de la comunidad Paisanos del Jaral; que fue formulada por el actor a la demandada, con fecha 01 de junio del 2020, la que se encuentra visible a fojas 25 a la 28 de autos ya valorada con anterioridad.

Del contenido del documento en cuestión, se observa lo siguiente.

a) La autoridad emisora señala que hace del conocimiento del actor que se le otorgara la licencia de construcción una vez que se cumpla con los requisitos establecidos en los artículos 304 y 305 de la Ley de Ordenamiento Territorial de Desarrollo Urbano del Estado, los cuales trascribe en su totalidad.

b) No expresa razonamiento alguno sobre el por qué consideró, que el caso concreto se ajusta a la hipótesis normativa prevista en los numerales que cita – artículos 304 y 305 de la Ley de Ordenamiento Territorial de Desarrollo Urbano del Estado-, es decir, el razonamiento que debe contenerse en el texto del mismo acto autoritario de molestia, según el cual, quien lo emite llega a la conclusión de que el acto concreto se ajusta exactamente a las hipótesis de determinados preceptos legales. 

Máxime que en el caso, los dispositivos que cita la autoridad contemplan diversos supuestos tales como; obra nueva, ampliación, modificación o reparación, excavación o demolición, cambios estructurales, cambio de régimen de propiedades, o bien, urbanización de fraccionamientos, condominios y desarrollos inmobiliarios, y para cada supuesto establece determinados requisitos, de ahí la necesidad de señalar cuál de los supuestos es en el que se considera se encuentra el caso en particular y los requisitos a presentar. 
c) Aunado a lo anterior, la demandada se concreta a señalar que para la licencia de construcción deberá contar con la licencia de uso de suelo, por lo que habrá que presentar los requisitos establecidos en el diverso artículo 276 del mismo ordenamiento legal, y concluye transcribiendo el contenido de los artículos 272, 275 y 276 de la Ley de Ordenamiento Territorial de Desarrollo Urbano del Estado.
d) No se advierte razonamiento alguno hecho por parte de la demandada mediante el cual se señala con precisión los requisitos que debe exhibir, dado que los normativos que cita si bien es cierto en su caso son el fundamento legal en que se apoya la demandada para señalar una serie de requisitos, no expresa cuales de todos los requisitos que se contienen en los citados normativos son los que deben se deben acreditar en el caso en particular, toda vez que la motivación del acto es dar a conocer los razonamientos lógico-jurídicos sobre el por qué consideró, que el caso concreto se ajusta a la hipótesis normativa, es decir, el razonamiento, que debe contenerse en el texto mismo del acto autoritario de molestia, según el cual quien lo emite llega a la conclusión de que el acto concreto se ajusta exactamente a las prevenciones de determinados preceptos legales, así como los motivos que la llevan a determinar el sentido de lo resuelto.
Lo anterior lleva a la conclusión que el acto materia de impugnación, carece de la debida fundamentación y motivación que se exige en el artículo 16 Constitucional y 164 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la exigencia de motivación se traduce en la expresión de las razones, por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

Es decir en términos generales, se sostiene que la autoridad responsable se concreta a señalar categóricamente los artículos 272, 275, 276, 304 y 305 de la Ley de Ordenamiento Territorial de Desarrollo Urbano del Estado, sin relacionarlos de forma alguna con los hechos de que se trata el asunto en particular del actor, ni exponer las razones que estimo para negar la solicitud de autorización relativa a la construcción de barda, como tapado e instalación de una séptica en el predio denominado “Pedacito de Salto” de la comunidad Paisanos del Jaral; circunstancia que se traduce en la ilegalidad manifiesta del acto impugnado al  adolecer del ineludible requisito de fundamentación y motivación que todo acto administrativo debe contener; es decir, los hechos, causas y circunstancias inmediatas que se tomaron en consideración para arribar a esa conclusión y que de ahí se desprenda, la obligación de la peticionante de satisfacer los requisitos que establecen en los preceptos relativos para la expedición de las licencias municipales de construcción; lo que contraviene el derecho fundamental de debida fundamentación y motivación legal de los actos de autoridad, que se consagra en el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 164, fracción V y 165, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248,  Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:
“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos  sino  en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y  motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”  

No pasa inadvertido para la Magistrada de la Sala Unitaria que la autoridad demandada al momento de producir su contestación a la demanda, si bien es cierto, refiere que el actor en el escrito de veintinueve de enero del dos mil veintiuno no refiere que tipo de obra solicita, atendiendo a que el artículo 305 del ordenamiento legal ya mencionado establece seis tipos de obra, con lo que pretende establecer la legalidad de su actuación; sin embargo, tal argumentación resulta inatendible en razón de que de conformidad al artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a la Autoridad le está prohibido que en la contestación de la demanda varié los fundamentos y motivos del acto impugnado, luego entonces, dicho planteamiento hecho en su escrito de contestación de demanda es inatendible, por lo que debe estimarse que el acto impugnado carece de la debida fundamentación y motivación que impone el numeral 16 de la Constitución Federal.  Sirve de apoyo a lo anterior la tesis que por analogía con el tema tratado, enseguida se transcribe:

Octava Época, Registro: 228736, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  III, Segunda Parte-1, Enero a Junio de 1989, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página:   502

NULIDAD, JUICIO DE. CONTESTACION DE DEMANDA, NO SE PUEDEN CAMBIAR EN ELLA LA FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LA RESOLUCION. Según el artículo 215 del Código Fiscal de la Federación, en la contestación de la demanda no podrán cambiarse los fundamentos de derecho de la resolución impugnada, y de ahí que, para determinar la validez o nulidad de una resolución, el Tribunal Fiscal de la Federación debe atender exclusivamente a la fundamentación y motivación en ella externadas, sin considerar los argumentos planteados en la contestación a la demanda cuando por medio de ellos se pretende modificar o ampliar la fundamentación y motivación dadas en la resolución. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.
En ese tenor, en el caso que nos ocupa, el acto impugnado adolece de ausencia total de fundamentación y motivación, pues de la simple lectura de la documental en que consta, se advierte  que categóricamente se citan los artículos 272, 275, 276, 304 y 305 de la Ley de Ordenamiento Territorial de Desarrollo Urbano del Estado, sin relacionarlos de forma alguna con los hechos de que se trata el asunto en particular del actor, ni exponer las razones estimadas para negar la solicitud de alta o empadronamiento y avaluó solicitada por el actor del juicio, de lo que se sigue que no cuenta con uno de los elementos del acto administrativo, específicamente el que exige la fracción V del artículo 164 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí, consistente en la fundamentación y motivación, por lo que en consecuencia, el mismo se encuentra afectado de nulidad de acuerdo a lo ordenado en el artículo 167 de la misma Ley, de ahí que se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí.

Ahora cabe precisar que aun cuando en el escrito de demanda la parte actora afirma que ya dio cumplimiento con los requisitos que para tal efecto se establecen en los citados preceptos, no menos es verdad que no los exhibió en el presente juicio, por lo que no se tienen elementos suficientes para emitir un pronunciamiento sobre el tema, es decir, para corroborar que los requisitos para la procedencia de la autorización de licencia de construcción solicitada fueron satisfechos.

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí resulta procedente declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por consecuencia  la  NULIDAD de la resolución de fecha 03 tres de enero del 2022 dos mil veintidós, expedida por el Director de Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., mediante el cual se dio respuesta a la solicitud de autorización relativa a la construcción de barda, como tapado e instalación de una séptica en el predio denominado “**********” de la comunidad **********; que fue formulada por el actor a la demandada, con fecha 01 de junio del 2020.
Ahora bien, en el caso que nos ocupa la resolución impugnada se emitió en respuesta a la petición formulada por el particular, por lo que se debe ordenar el dictado de una nueva resolución, para solventar la solicitud planteada, pues de otra manera, se dejaría sin resolver la petición, instancia o recurso,  lo cual sería en contravención al principio de Seguridad Jurídica a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, por tanto, la nulidad que se decreta es para efecto de que la autoridad demandada emita una nueva resolución respecto de la petición que da origen al acto de autoridad que aquí se combate, y de manera congruente con lo solicitado con plenitud de jurisdicción resuelva**********lo que en derecho proceda, cumpliendo con el requisito de fundar y motivar debidamente el acto de autoridad, conforme lo prevé el precepto constitucional citado con antelación y el artículo 164 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí; restituyendo así al Actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí. Sirve de apoyo a lo anterior  y por analogía al caso particular la tesis de jurisprudencia que a continuación se transcribe:


Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XIV, Noviembre de 2001, Tesis: 2a./J. 52/2001, página 32, registro 188431.    

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.

Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Finalmente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 256 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí, se previene a las autoridades demandadas, para que dentro de los diez días siguientes al en que reciban el oficio de notificación de la presente sentencia, informen sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la actora de lo proveído para su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7 fracción I, 9 fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto reclamado, consistente en la 03 tres de enero del 2022 dos mil veintidós, expedida por el Director de Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., mediante la cual se dio respuesta a la solicitud de autorización relativa a la construcción de barda, como tapado e instalación de una séptica en el predio denominado “**********” de la comunidad **********; que fue formulada por el actor con fecha 01 de junio del 2020 y por consecuencia la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

	“Se suprimen datos por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



� Novena Época, Registro: 167593, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIX, Abril de 2009, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 43/2009, Página: 1102.


� No. Registro: 172,215, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXV, Junio de 2007, Tesis: 2a./J. 103/2007, Página: 285.





